PROYECTO DE LEY No          CAMARA

“POR MEDIO DEL CUAL SE DICTAN DISPOSICIONES EN RELACIÓN CON EL TRANSPORTE PÚBLICO COLECTIVO URBANO”

El Congreso de Colombia

DECRETA

Artículo Primero.- Las empresas prestadoras del servicio de transporte público colectivo urbano no podrán vincular equipos de transporte a través de la afiliación de los mismos. Dichas empresas deberán constituirse en operadoras del servicio de transporte público urbano, realizando de manera centralizada el control de las rutas, de la frecuencia del servicio, y del nivel de calificación de los operarios, según los parámetros establecidos por el Ministerio de Transporte. Las empresas administrarán integralmente el parque automotor vinculado, estando facultadas para utilizarlo racionalmente y designar el personal que lo opera directamente.
Artículo Segundo.-  Los entes locales competentes diseñarán un Plan de Movilidad Vial, el cual deberá incluir la definición del sistema de rutas del transporte público colectivo urbano mediante la aplicación de un modelo basado en la operación de corredores lineales o zonas de servicios de transporte, en los términos que establezca el Ministerio de Transporte. 
Artículo Tercero.-  Las empresas que hoy prestan el servicio de transporte público colectivo urbano tendrán prioridad en la asignación de rutas para la operación del nuevo sistema siempre que cumplan con requisitos necesarios para la asignación o concesión de la operación del corredor lineal correspondiente, bien sea de forma individual o en asociación con otras, sin perjuicio de lo dispuesto en la presente ley. 
Artículo Cuarto. -  Las empresas operadoras del servicio de transporte público colectivo urbano tendrán una relación contractual directa con los operarios del equipo de transporte. Los operarios deberán estar calificados para el desempeño de sus funciones. Las empresas deberán garantizar a sus operarios un salario fijo establecido previamente, y la afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud, así como al régimen de pensiones. El mayor volumen de pasajeros trasportados no podrá representar un mayor ingreso salarial para los operarios de los equipos de transporte.
Parágrafo 1. El Ministerio de Transporte reglamentará los requisitos y calidades necesarias para la vinculación de los operarios de las empresas prestadoras del servicio de transporte público colectivo urbano.

Parágrafo 2. El Ministerio de Transporte reglamentará los aspectos relativos a los controles que las  empresas prestadoras deben ejercer sobre los operarios de los equipos de transporte público colectivo urbano.
Artículo Quinto. – El recaudo de la tarifa de transporte público colectivo urbano se realizará a través de tiquetes emitidos de manera centralizada, con validez para todo el sistema de rutas. Los tiquetes deberán ser adquiridos por el usuario de manera prepagada, y no podrá haber expendio de los mismos a bordo de los equipos de transporte. Cada empresa realizará su recaudo a través de facturación, con base en el volumen de pasajeros transportado, según lo establezca el Ministerio de Transporte. 
Artículo Sexto. –Los particulares podrán invertir en las empresas de trasporte público colectivo urbano, bajo la figura de inversión en Transporte Público, siendo el equipo administrado integralmente por la empresa prestadora en todos los casos. Los particulares hoy propietarios de equipos de transporte tendrán prioridad en la inversión en las empresas operadoras del transporte público colectivo urbano. En aquellos casos en que los equipos de transporte cumplan con la edad máxima establecida por ley, así como con las especificaciones técnicas establecidas por el Ministerio de Transporte para el parque automotor del nuevo sistema, dicha inversión podrá realizarse a través de la propiedad de los equipos de transporte por parte de particulares. Los equipos que no cumplan con dichas especificaciones técnicas deberán ser chatarrizados.

Parágrafo. El Ministerio de Transporte reglamentará los mecanismos y garantías que permitirán a los particulares invertir en las empresas prestadoras del servicio de trasporte público colectivo urbano. 
Artículo Séptimo. - El Ministerio de Transporte determinará las especificaciones técnicas de los equipos de transporte público colectivo urbano, cuyo cumplimiento será requisito para la operación de los mismos. 
Artículo Octavo. - Las empresas prestadoras del servicio de transporte público colectivo urbano dispondrán de un plazo no mayor a cinco (5) años a partir de la promulgación de la presente ley para realizar las modificaciones pertinentes y acogerse a las disposiciones en ella establecidas. Este proceso se realizará en etapas sucesivas establecidas por el Ministerio de Transporte, con seguimiento de metas realizado por el mismo, acompañadas de procesos de socialización y culturización en relación con el nuevo modelo. 
Artículo Noveno. – El Ministerio de Transporte dispondrá de un plazo no mayor a un (1) año para reglamentar los aspectos pertinentes establecidos en la presente ley y los mecanismos de control necesarios para el cumplimiento de la misma, así como el régimen de sanciones pertinente. 
Artículo Décimo.- La presente ley rige a partir de su promulgación, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

ROY LEONARDO BARRERAS M.
Representante a la Cámara

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Al considerar el Trasporte Público y la movilización de personas, no se puede sólo asumir como un indicador de eficiencia el volumen de pasajeros trasportado, ni el tiempo de desplazamiento, sino que es necesario tener en cuenta la calidad del servicio prestado y la satisfacción del cliente. 
En el marco de la trasformación global del transporte, la evolución de los modelos empresariales y de inversión en el mundo, y la necesidad de competitividad de la Nación, es necesario plantear una modernización del sistema de transporte. Dicha política debe apuntar a lograr la integralidad y conectividad suficientes entre los distintos actores del sistema de transporte.

En este sentido, uno de los sectores más urgidos de modernización al interior del sistema de transporte es el servicio de trasporte colectivo urbano. Observamos de manera recurrente evidencias de que la falta de coordinación entre los distintos actores del sistema, la competencia a destajo entre los conductores de buses urbanos, y la falta de control del Estado sobre este vital sector generan un caos de movilidad al interior de los centros urbanos de nuestro país, al cual contribuyen los numerosos accidentes causados por la conducción irresponsable de los equipos de transporte –esto debido a la competencia a destajo o “guerra del centavo”, es decir, el conductor gana proporcionalmente al volumen de pasajeros transportado-, la utilización de manera poco racional y sin planificación de los corredores viales, y la falta de controles más estrictos sobre el mantenimiento y operación de los equipos de transporte. 
El sector empresarial del transporte se ha venido desarrollando. Sin embargo, vemos que este desarrollo ha girado alrededor de la afiliación de equipos de transporte, la autorización de rutas y frecuencias de despacho, y la venta de derechos de explotación de las rutas a particulares. Esto se ha traducido en una inadecuada planificación de operaciones, esto en detrimento de la calidad y sostenibilidad del sector
.

A pesar de haber delegado la prestación del servicio de transporte público urbano en los particulares, el Estado debe, en tanto que el transporte es inherente a la finalidad social del Estado, garantizar la movilización de las personas, por lo cual debe existir una intervención que garantice la prestación del servicio con calidad y criterios de eficiencia y racionalidad. 

Según el CONPES, “al interior de las empresas, existe un divorcio total entre los integrantes de la cadena productiva de transporte, careciéndose de un liderazgo en la toma de decisiones respecto a las directrices que deben aplicarse en la atención del servicio”
. La normatividad vigente permite, además de libertad de horarios y tarifas, la proliferación de empresas afiliadoras de transporte, en las que la fuerza operativa (inversión y operación de los equipos) se encuentra en manos de terceros, a los cuales se venden los derechos de explotación de las rutas, y quienes deciden sin control efectivo cuándo debe hacerse el mantenimiento de los equipos, y además de la escogencia de los conductores.

En Colombia, el 70% de los habitantes de las ciudades utilizan el transporte público urbano como medio principal de transporte. Un hogar de estrato 1 consume en promedio, el 9,8% de sus ingresos en este rubro, mientras que en estratos 2 y 3 este porcentaje es de 8,1% y 5,6%, respectivamente
. 

El transporte en Colombia consiste en una cadena de producción de servicios, compuesta por tres elementos, a saber, el usuario, la empresa de transporte, y el propietario del vehículo. Observamos que cada uno de estos actores tiene una visión individual de la prestación del servicio, lo cual genera una completa descoordinación entre los mismos. 

La actividad del transporte colectivo urbano se ha venido desarrollando según lo establecido en el Estatuto Nacional del Transporte, Ley 336 de 1996, en cuyo artículo 16 se estipula que las empresas deberán estar habilitadas previamente para operar por el Estado, y deberán contar con permiso o contrato de concesión para la operación de las rutas, frecuencias, y demás. 

El servicio público de transporte de pasajeros y mixto en el país es actualmente prestado por 5282 empresas, de las cuales el 70,1% (aproximadamente 3703) cubren el servicio de transporte público urbano. En este rubro se incluye el transporte colectivo (buses, busetas y microbuses) y el transporte individual (taxis). 
Estas 3703 empresas de transporte público urbano mantienen a la fecha su calidad de afiliadoras tanto en la prestación del servicio como en la propiedad de los equipos. El 92% del parque automotor de estas empresas corresponde a particulares
. Este modelo de afiliación impide un control efectivo de la operación, limitándose al despacho de equipos y venta de derechos de explotación de las rutas a los propietarios. “La estructura organizacional de las empresas está orientada a la vinculación del parque automotor, ejerciendo una función de intermediación con el Estado para la adquisición de nuevos productos de explotación (rutas, zonas de operación, horarios, etc.), relegando a un segundo plano el concepto de calidad en la prestación del servicio”
.
El hecho de que la casi totalidad del parque automotor pertenezca a terceros causa que los programas de revisión y mantenimiento preventivo sean desarrollados independientemente por cada propietario, lo cual dificulta garantizar la seguridad de los usuarios. Esto debido a que el divorcio existente entre los distintos actores del sistema, unido a la inefectividad de los controles realizados por las autoridades de Transporte competentes, hace que, exista, por parte de los propietarios y conductores, un incentivo a dilatar los procesos de mantenimiento y revisión de los vehículos, con miras a aumentar el lucro. 
La contratación de los conductores se hace de manera individual por cada propietario, careciendo las empresas de un sistema de administración de recurso humano que les permita definir procesos de selección y capacitación, lo cual resulta frecuentemente en la contratación de conductores poco capacitados, que resulta en accidentes de tránsito, reducción de la movilidad urbana, y menor seguridad para el usuario. Además, los contratos, al ser parciales, impiden que al conductor –quien trabaja con frecuencia horarios superiores al tiempo completo- se le reconozca su derecho a la vinculación al régimen de seguridad social, de pensiones, y demás garantías laborales. 

El parque automotor de servicio de transporte colectivo urbano está  compuesto por 109.821 vehículos
, lo cual contribuye a que, en ausencia de planificación y coordinación del sistema, la movilidad al interior de los centros urbanos sea bastante caótica. La edad promedio del parque automotor del servicio colectivo urbano es de 19,2 años para buses, 15,3 para busetas, y 10,4 para microbuses
, lo cual sugiere que los equipos necesitan con mayor frecuencia de servicio técnico y mantenimiento, el cual es virtualmente discrecional, generando riesgos para los usuarios, los cuales fueron el 87,76% de los usuarios del sistema
.
Si bien existen algunos criterios en la definición de especificaciones técnicas para los vehículos, estos no son suficientes para garantizar la seguridad y comodidad de los pasajeros
.

El principal problema del sector consiste en la ausencia de integralidad de políticas de transporte por parte del Estado, y a la deficiente planeación conjunta del sector por parte de los diferentes actores que intervienen en la prestación del servicio. El Estado se ha limitado a definir la viabilidad de las propuestas presentadas por los transportadores, relegando a segundo plano su papel como planificador del servicio, quien debe definir el modelo de operación del mismo. 
Plantea el CONPES: 

“Así las cosas, la prestación del servicio público de transporte de pasajeros […] se caracteriza por una competencia irracional entre las diferentes empresas y vehículos, invadiendo áreas de operación […], aplicando tarifas más por ganar participación en el mercado que por buscar una operación rentable de los equipos, y efectuando despachos y contratos donde el concepto de oportunidad al usuario se distorsiona completamente”
.

Este manejo del sistema conduce maniobras inadecuadas del equipo existente, ya que al no contar con una demanda estable –gracias a la inexistente planificación del sector- los conductores dejan y recogen pasajeros fuera de las zonas de paradero establecidas, generando la llamada “guerra del centavo”, y la subsiguiente inseguridad vial. 

En este esquema, el cual gira alrededor de la venta de los derechos de explotación de las rutas a los propietarios de los vehículos, a través de un modelo de afiliación de los equipos, la ganancia de la empresa proviene preferentemente de la afiliación de los vehículos y la venta del derecho de explotación de los corredores viales, lo cual genera una actitud indiferente de las empresas frente a la calidad de la prestación del servicio, dejando al conductor la responsabilidad de operar la ruta bajo sus propios parámetros, los cuales están directamente determinados por la competencia desleal existente entre los conductores, ya que sus ingresos dependen directamente del volumen de pasajeros transportados.
Es por ello que es pertinente realizar reformas que permitan la modernización del sistema, con miras a garantizar la calidad y seguridad de la prestación del servicio. Así, el servicio deberá ser prestado a través de la coordinación e integración de los distintos actores que en él intervienen. 

La reforma debe además contribuir a transformar el modelo empresarial, rompiendo el paradigma patrimonial predominante hoy  entre los propietarios de vehículos, y remplazándolo por el de inversionistas del Transporte, transformar el modelo de afiliación de vehículos por el de operador del transporte, a través de la administración integral de los equipos. 

El servicio público de transporte de pasajeros deberá entonces prestarse mediante un modelo basado en la operación de corredores lineales de transporte o zonas de transporte previamente determinadas por el Estado
. Estos corredores serán adjudicados para su operación a los operadores habilitados para ello, con fundamento en el Plan Maestro de Movilidad. Es necesario promover y ambientar este cambio de modelo a través de procesos de socialización y culturización al interior del sector. 

Las empresas deberán cambiar su condición de afiliadoras, para convertirse en operadores integrales del servicio, con capacidad de administrar integralmente el parque automotor, con base en criterios de eficiencia y racionalidad, sin intervención del propietario. Este cambio permitirá a las empresas ejercer un control centralizado sobre la operación del sistema, garantizando la calidad del servicio. 
La adjudicación separada de los corredores lineales a diferentes empresas está orientada a eliminar los incentivos hoy existentes para la competencia irracional o “guerra del centavo” entre empresas y conductores. La operación por parte de una empresa de la totalidad del volumen de pasajeros en un corredor vial, unida a una relación contractual fija entre la empresa y el conductor, elimina los incentivos para recoger y dejar pasajeros en lugares no designados para ellos, así como para los excesos de velocidad y demás maniobras temerarias por parte de los conductores, las cuales son directo resultado de la proporción directa hoy existente entre volumen de pasajeros transportado e ingreso del conductor. 

La existencia de un salario fijo para el conductor contribuye, además de eliminar los incentivos existentes para la “guerra del centavo”, a consolidar un conjunto de garantías para el gremio de transportadores. Además de garantizar un ingreso seguro, independiente del volumen de pasajeros transportado, reduciendo así la incertidumbre del conductor respecto de su ingreso y su futuro, le permitiría tener acceso al Sistema de Seguridad Social, al régimen de pensiones, y a las demás prestaciones existentes en el régimen laboral colombiano. Además, esta relación contractual directa le permite a las empresas seleccionar y capacitar a los conductores con criterios de calidad y eficiencia en la prestación del servicio.

Es de vital importancia para el funcionamiento correcto de las premisas anteriores que el recaudo de las tarifas se realice a través de la venta de tiquetes de manera centralizada y prepagada, sin que la venta de los mismos represente para el conductor un incentivo para la competencia.
El control centralizado del servicio por parte de las empresas, independientemente del propietario del vehículo, se traduce virtualmente en una propiedad del vehículo por parte de la empresa. Es decir, hoy en día, los propietarios cuentan con el volumen de pasajeros transportado a fin de producir ganancias. Dentro del nuevo sistema, no es posible contabilizar y dar valor al volumen de pasajeros transportado sin incentivar la competencia irracional, por lo que es necesario transformar la propiedad de vehículos por parte de terceros en la posibilidad de que dichos terceros inviertan el capital correspondiente a sus vehículos en las empresas de transporte público colectivo urbano, en calidad de socios o inversionistas. Esto permitirá a las empresas obtener el capital necesario para modernizarse y realizar los ajustes necesarios para operar el nuevo sistema. Las empresas deberán ofrecer alguna garantía de rentabilidad a sus inversionistas. Es de vital importancia, ya que el 92% de los vehículos hoy son propiedad de terceros, que se les permita a los mismos invertir dicho capital en las empresas de transporte público colectivo urbano de manera prioritaria, a fin de proteger el capital de aquellos particulares que hoy son propietarios de equipos de transporte. 

Por último, es evidente que es de vital importancia la existencia de un plazo para que el sector entero del transporte público colectivo urbano pueda realizar los cambios pertinentes, así como es necesario que el Ministerio de Transporte disponga del tiempo necesario para regular en detalle el funcionamiento del nuevo sistema. 
ROY LEONARDO BARRERAS M.

Representante a la Cámara
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